LA JUSTICIA 

Y SU TRASCENDENCIA EN EL PROYECTO POLÍTICO

Cursos de Verano de la Universidad Complutense 

San Lorenzo del Escorial; 2 de septiembre de 2002

Dividiré mi intervención en tres grandes bloques:

1.- uno primero con algunas reflexiones en torno a la evolución que ha experimentado la función de juzgar en los estados occidentales en los últimos años

2.- una segunda en la que me referiré al estado actual de la justicia española

3.- y una tercera y última en la que situaré las reflexiones en torno al modelo de justicia que propugna Izquierda Unida, así como al papel que desde mi formación política otorgamos a la justicia como palanca de cambio social y político.

1.- EL PODER JUDICIAL EN EL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO. La independencia de los jueces, el sometimiento a la Constitución y al imperio de la Ley

Juzgar ha sido desde la noche de los tiempos una función social claramente ligada a la detentación del poder. Juez ha sido el jefe de la tribu, los ancianos miembros de los consejos de sabios, el sacerdote como vicario de Dios en la tierra o el Rey y sus delegados ad maiorem Dei gloria. Superado el corte epistemológico que supuso la secularización de la política, el nacimiento del estado occidental como forma política ha supuesto notables cambios para la función de juzgar.

Es clásica la cita de MONTESQUIEU en relación a los tres poderes del estado, así como su no siempre bien entendida concepción del Poder Judicial como un pouvoir de quelleque facon nulle (un poder en cierta medida nulo). De la misma manera, también es ineludible tener en cuenta las ideas de Hans KELSEN en relación a las dos funciones del estado (legislar y ejecutar) que implican incluir la función de juzgar en la propia del Ejecutivo. Sin embargo, si algo es cierto de la evolución histórica de las judicaturas occidentales en los recientes siglos es que siempre, con mayor o menor fortuna, han procurado emanciparse de la tutela regia primero y gubernamental después. Y que han puesto sus mayores esfuerzos en ampliar sus funciones en el seno del Estado, reforzar su poder, garantizar su independencia, así como ostentar el monopolio de la tutela de los derechos de los ciudadanos. 

El simple análisis de los artículos 117 de nuestra Constitución, 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y 106.1 de nuestra Carta Magna, evidencian que el juez (entendido en sentido laxo, es decir incluyendo al juez constitucional) acomete hoy una serie de retos importantes y se ve sometido a una serie de vinculaciones de alto calado constitucional. Así, en menos de cuatro siglos hemos pasado de la judicatura como mera función delegada y graciosa del poder regio a unos jueces que no solo juzgan pleitos civiles, penales y laborales, sino que también son garantes de la legalidad de la actuación de la Administración e incluso someten las leyes (producto normativo máximo de la voluntad general de ROUSSEAU) a la confrontación con la Carta Magna. La judicatura dispone hoy de amplísimos poderes (pleitos entre privados, jurisdicción contencioso-administrativa y justicia constitucional), pero está sometida no solo al principio de legalidad, sino al principio de juridicidad, tal y como lo entendía Adolf MERKL. Es decir, debe respetar el texto y el espíritu de la Constitución, las leyes y el resto del ordenamiento jurídico. De tal suerte, que se configura un importante haz de facultades y poderes que tienen como contrapartida garantista y democrática la sumisión al conjunto del ordenamiento jurídico.

Esta reflexión nos lleva de lleno al estudio del propio concepto de ordenamiento jurídico, al ser este ordenamiento el objeto de la actividad diaria del juez moderno. Es obligada la cita del concepto normativista del jurista austríaco Hans KELSEN, así como su pirámide normativa jerarquizada con producción de legitimidad formal. De la misma manera, es necesario tener en cuenta la obra del jurista italiano Santi ROMANO y su concepción institucionalista del ordenamiento jurídico, así como su fe en el derecho público, en tanto que derecho organizativo, como esperanza de buena organización social. En tercer lugar, debemos considerar la concepción axiológica (iusnaturalista) del ordenamiento jurídico, que supone la consideración de éste como un conjunto de normas, pero también un sistema de valores. Y finalmente no debemos perder de vista la concepción sociológico-jurídica del ordenamiento jurídico encarnada por el profesor Norberto BOBBIO que implica la necesaria cohonestación entre derecho positivo y realidad social y supone legitimación material. Estos dos últimos enfoques, según la doctrina española, son los adoptados por la Constitución española de 1978. Así RUBIO LLORENTE habla del derecho constitucional al servicio de la sociedad, HERRERO de MIÑON maneja el concepto de constitucionalismo  útil y PECES BARABA o TAJADURA TEJADA consideran inseparables los mandatos constitucionales positivos del conjunto de valores y principios contenidos en la Constitución. 

Sea cual fuere la opción teórica por la que opta nuestra Constitución, lo que sí es evidente es que en el amanecer del siglo XXI la función de juzgar ha experimentado una notabilísima complicación en virtud del juego del principio de juridicidad, que hace que jueces y tribunales deban respetar Constitución, leyes y el resto del ordenamiento jurídico. Pero esto no siempre ha sido así ni en el tiempo ni en el espacio. 

Francia ha producido lo que podemos denominar el juez de carrera, modelo que tiene su explicación genética y causal en los hechos acaecidos antes, durante y después de la Revolución Francesa. Los revolucionarios franceses desconfiaban del papel y las intenciones de los integrantes de los llamados parlamentos judiciales, órganos judiciales del Ancien Regime que hundía sus raíces en la Edad Media y que habían supuesto un freno al poder regio (a través del droit d’enregistrement) y un apuntalamiento de los privilegios estamentales contra los que se levantaron los revolucionarios y muy especialmente el abate SIEYES, como atestigua su Ensayo sobre los privilegios. Por ello lo franceses conciben al Poder Judicial como un poder que no debe inmiscuirse en asuntos de gobierno ni en materia legislativa y que debe limitarse a impartir justicia ope legis. Ni que decir tiene que la justicia no puede enjuiciar la legalidad de la actuación de la administración, pues juger l’Administraction c'est encore administrer. La aspiración de MONTESQUIEU y sus coreligionarios es que el juez sea la boca por la que habla la ley, llegando incluso a idear la figura de los árbitros legislativos encargados de interpretar la ley, función vedada a los jueces. NAPOLEÓN, después de fallido experimento revolucionario de la elección popular de los jueces, recoge la obra revolucionaria y convierte al juez en un juzgador que deviene funcionario del Estado obligado a resolver los pleitos que ante el se planteen en todo caso, sin poder ampararse en excusa alguna, acabando de esta forma con el absentismo judicial.

Por el contrario la cultura jurídica anglosajona ha producido un modelo de juez radicalmente diferente. La lucha por la emancipación de los jueces y la Cámara de los Comunes respecto al poder regio empezó en Inglaterra con mucha antelación respecto al continente. Así el juez COKE ya luchó contra el rey Jacobo I en el siglo XVII y para la aprobación del Bill of Rights tanto los comunes como los jueces ya se han erigido en defensores de los derechos tradicionales de los ingleses y en contrapeso al poder regio. En 1701 mediante el Act of Seattlement los jueces son capaces de sobrevivir al monarca que los nombró y para 1760 los jueces son prácticamente inamovibles during good behavior, como consecuencia de la necesidad de voto conjunto de las dos cámaras parlamentarias para cesar a un juez. Como consecuencia de todo lo anterior los jueces británicos nunca han sido concebidos como funcionarios o servidores del estado, sino como judges of the land, servidores de los derechos de los ciudadanos, con capacidad y legitimidad para crear derecho (the judge makes law) y con una obligación de trabajo desde un elevado sentido ético y cívico. Este modelo de magistratura moral y cívica de juez fue también seguido, mutatis mutandi, por los descendientes de los padres fundadores del Mayflower en EE.UU.

Finalmente es necesario poner de relieve el carácter sincrético del juez alemán, pues sin bien es, como en Francia, un funcionario del estado que accede a su cargo mediante un concurso oposición, opera de facto dentro de un universo jurídico ético, tal y como ocurre en Inglaterra y Estados Unidos. Por ello puede decirse que el juez alemán siente una profunda vinculación a la vida y el ordenamiento jurídico del estado, pero tiene siempre presente la weltentstehung (cosmogonia) en al que opera.

Estos tres modelos occidentales de judicatura no podrían comprenderse en modo alguno sin tener en cuenta las diferentes etapas por la que ha pasado el estado como forma política en Europa y las diferentes maneras en las que ese estado ha valorado las normas jurídicas en Occidente y muy especialmente la Constitución. 

Si seguimos el magisterio del profesor MARTINEZ CUADRADO debemos diferenciar tres etapas en el constitucionalismo europeo. Cabe hablar en primer lugar de un estado demoliberal o del laissez-faire, con una democracia formal, de derechos para una sola clase y sufragio censitario, abarcando esta etapa desde 1789 hasta las revoluciones de 1848. La segunda etapa añade al logro del Estado de Derecho definido por ELIAS DIAZ como el imperio de la ley, la separación de poderes y las tablas de derechos (es decir el acervo del artículo 16 de la Declaración de Derechos del Hombre y el Ciudadano), la democracia parcial a través del sufragio universal masculino, pasando del Estado de Derecho al Estado Democrático de Derecho. Finalmente la segunda postguerra mundial marca el inicio de la forma de estado contemporánea conocida como Estado Social y Democrático de Derecho que no solo supone la democracia plena (masculina y femenina), sino la incorporación de los derechos sociales a los civiles y políticos y la obligación de los poderes públicos de remover las causas de las desigualdades. Pues bien, este tránsito del Estado Absoluto de HOBBES, MAQUIAVELO o BODINO al Estado Social y Democrático de Derecho ha estado también acompañado por una transformación radical de la concepción jurídica de la Constitución y de la propia función de los jueces y magistrados. Así se pasa de las constituciones sin valor jurídico alguno del estado absoluto y sus cartas regias otorgadas, a las constituciones meramente declarativas del Estado Policía, para llegar a las constituciones no solo verdaderas normas jurídicas, sino cúspide jerárquica del ordenamiento jurídico, además de elemento hermeneútico y euristico clave en nuestros estados contemporáneos. De tal suerte que hemos pasado del Estado de Derecho al Estado Constitucional de Derecho y del principio de legalidad al principio de juridicidad y hemos pasado también de unos jueces siervos del rey a unos jueces que no solo controlan las disputan intersubjetivas de los ciudadanos privados, sino que incluso controlan la legalidad de la actuación de las Administraciones Públicas y la constitucionalidad de las leyes de los parlamentos. Es en este contexto en el que nacen los tribunales constitucionales en suelo europeo, gracias a la Constitución austriaca de 1920 y a la obra en favor del control de constitucionalidad concentrado de Hans KELSEN. Sin embargo, no sería posible comprender la existencia de los tribunales constitucionales alemán, austriaco, checo, italiano o español sin la labor anterior en el tiempo del Justice MARSHALL y su lucha por la imposición del judicial review en los EEUU, a través de lo que Karl LOEWENSTEIN caracteriza como un ejemplo paradigmático de mutación constitucional. 

Pues bien, este juez que ha visto pasar diferentes paradigmas jurídicos y constitucionales se enfrenta hoy a grandes retos jurídicos, debe responder a varias y complicadas misiones y está afectado por la creciente complicación jurídica, social y política de la función de juzgar. Por ello los problemas clásicos en relación a la judicatura (la triada independencia, idoneidad y responsabilidad) tienen hoy más actualidad que nunca. Tanto la independencia personal consistente en la inamovilidad y la retribución suficiente, como la colectiva que implica capacidad de autogestión de los asuntos judiciales han sufrido importantes cambios en el seno del estado Constitucional, como lo demuestra el hecho de que en nuestra cultura jurídica exista un órgano específico de autogobierno de los asuntos judiciales (órganos como nuestro Consejo General del Poder Judicial) y varios órganos al servicio de la independencia judicial (además del ya citado Consejo General del Poder Judicial, el Fiscal General del Estado y el propio Ministerio Fiscal en su conjunto). Respecto a la idoneidad se comprenderá fácilmente que si la preparación jurídica y humana de los jueces ha sido siempre un tema importante, hoy, con el alud de misiones y responsabilidades que soporta la judicatura, este asunto sea crucial. Por ello es necesario extremar la preparación jurídica y el conocimiento del medio social de los jueces, fiscales y magistrados para posibilitar que partiendo de una sólida formación jurídico-positiva, sean también poseedores de una amplia prudentia iuris o sentido común conectado al demos que da fuerza al poder constituyente. Y para finalizar es evidente que el anverso lógico de una judicatura de amplio espectro funcional como la contemporánea debe ser la existencia de unos jueces responsables y sometidos a la facultad disciplinaria de órganos como el Consejo General del Poder Judicial que impidan lo que entre nosotros Valeriano HERNANDEZ MARTIN llama la irresponsabilidad judicial como consecuencia de la desorganización de la judicatura.

Pues bien, todo este recorrido histórico y esta evolución desde el juez vasallo del rey hasta el juez civil, penal, social, administrativo y constitucional del Estado Social y Democrático de Derecho está hoy presente en nuestro derecho positivo. Así es obligada la cita de los artículos 149.1.5, 117 a 127, 152, 106.1 y 159 a 165 de nuestra Constitución. De la misma manera deben ser tenidas en cuenta la LOPJ, LOTC, Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal aprobado mediante la Ley 50/1981, Ley Jurisdicción Contencioso Administrativa, Ley de Conflictos Jurisdiccionales y la recientemente aprobada LO 1/2001 de modificación del procedimiento de elección de los vocales del Consejo General del Poder Judicial.

Para finalizar si tuviéramos que aventurar una sola conclusión en relación a la función de juzgar en un moderno estado constitucional, entiendo que debemos destacar la delicada situación de un juez que no solo debe aplicar justicia de forma automática siguiendo los mandatos de la ley, sino que debe operar de forma integral con todo el ordenamiento jurídico y con la Constitución a su cabeza. Como consecuencia de todo lo anterior los jueces modernos se confrontan con normas constitucionales, leyes, reglamentos administrativos e instituciones jurídicas, pero también con valores y principios jurídicos, bien en su forma tradicional del Principios Generales del derecho, bien en su moderna configuración de principios y valores constitucionales. Siguiendo a ZAGRABELSKI, el juez no es solo ya un rastreador de logos jurídico, sino también un buscador del ethos moral del demos al que sirve. En este contexto los jueces son funcionarios del estado y órganos del derecho, pero también servidores de un conjunto de aspiraciones sociales siempre presentes en lo que Peter HABERLE llama ciencia constitucional como ciencia profundamente cultural, en el seno de sistemas que Adela CORTINA define como democracias dialógicas y en la superestructura Europa que Edgar MORIN también caracteriza como profundamente dialógica. Reto mayúsculo el de los jueces modernos que exige profunda preparación, un despierto sentido de la democracia y no poco self restrain como entiende el ya clásico PERFECTO ANDRES respeto a estos temas.

Hasta aquí el marco histórico y teórico en el que se debe encuadrar cualquier reflexión sobre la función de juzgar en occidente, así como el papel político de la justicia. Con ello doy por concluido el primero de los tres bloques a los que me refería antes y entro a valorar la situación actual de la justicia española.

2.- LA SITUACION ACTUAL DE LA JUSTICIA ESPAÑOLA

Para bien y para mal la Justicia española comparte virtudes y defectos con las judicaturas de nuestro entorno europeo y occidental. 

Atrás quedaron los tiempos de la dictadura franquista en la que la judicatura española se limitó a ser un apéndice con apariencia jurídica del poder del régimen represor. Muchos de los jueces y fiscales que hoy sirven al Estado Social y Democrático de Derecho español son los mismos que ejercieron sus funciones durante los cuarenta años de ausencia de libertad. Pero es indudable que la Justicia española actual es, en parte gracias al aporte de nueva sangre postconstitucional, como dije antes, parangonable a las judicaturas europeas tanto en lo bueno como en lo malo. 

Todo lo anterior implica que en España, estamos ante una judicatura relativamente independiente del Ejecutivo, que ejercer su jurisdicción de forma omnicomprensiva en los pleitos entre particulares y que desempeña con cierta solvencia su labor de controlar el respeto de las Administraciones Públicas y el Gobierno por el ordenamiento jurídico. 

Pero junto con las virtudes comunes a los sistemas europeos, también sufrimos en España las patologías propias de las justicias occidentales. A saber: 

· un fuerte crecimiento de la judialización del proceso social, con el consiguiente crecimiento de la litigiosidad que provoca retrasos y pendencias judiciales, a lo que colabora también una endémica precariedad de medios humanos y materiales

· una oficina judicial vetusta y más propia del XIX que del XXI que nada tiene que ver en materia de modernidad administrativa con las Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales o Administración General del Estado

· un sistema de selección de jueces y fiscales excesivamente memorístico y positivista que garantiza aparentemente la igualdad entre todos los aspirantes, pero que impide medir el sentido común, la adscripción a valores democráticos y la capacidad de raciocinio social de los candidatos
· un procedimiento y lenguaje totalmente alejados de los ciudadanos, o al menos de los ciudadanos más modestos en cuanto a su preparación y medios materiales

· una justicia que no es igual para pobre y para ricos, no por que los trate de forma distinta, sino porque estos no acceden a la misma en igualdad de condiciones (diferente calidad de la defensa legal, distintos medios económicos, etc)

En definitiva, en España estamos ante una justicia algo lenta, procedimentalista y alejada de la ciudadanía de la cual emana su poder de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, pero que cumple con sus misiones con una efectividad desconocida hasta ahora en la historia reciente de España.

3.- LA JUSTICIA COMO SERVICIO PÚBLICO Y COMO PODER DEL ESTADO PROPUGANADA POR IZQUIERDA UNIDA.
Se preguntarán ustedes, y con esto me meto de lleno en el tercero y último de los bloques de mi intervención, ¿cuál es el proyecto de Izquierda Unida para la Justicia española? ¿o que papel asigna Izquierda Unida a la justicia en el proceso político, social, económico o cultural español?

Paso a responder de manera lo más sintética posible a esas preguntas, utilizando para ello una summa divisio: la diferencia entre la Justicia como poder del estado y la justicia como servicio público.

3.1.- LA JUSTICIA COMO PODER DEL ESTADO

Es clásica la preocupación en la doctrinal constitucional europea por el encaje del Poder Judicial entre los otros dos poderes del estado. RODRÍGUEZ ZAPATA habla de la dificultad de percibir al poder judicial como un verdadero poder, al ser este compartido por miles de jueces, magistrados y fiscales. Como pone de relieve VILLE el Poder judicial responde mal a las relaciones dialécticas clásicas entre los poderes ejecutivo y legislativo, es decir, a los binomios jerarquía gubernamental – colegialidad parlamentaria y ejecución gubernamental y representación parlamentaria. Y también es conocida la afirmación de FERRAJOLI respecto a la incapacidad del Poder Judicial para gobernar un estado.
Sin embargo, es evidente que nuestra Constitución define a la Justicia como Poder del Estado en pié de igualdad con los otros dos poderes clásicos (artículo 117 de la Constitución de 1978) y ello obliga a los poderes públicos a desarrollar ese mandato constitucional con lealtad, pues todo lo contenido en la Constitución, como ya ha repetido hasta la saciedad nuestro Tribunal Constitucional, es derecho y nada mas que derecho.

Por tanto, si pretendemos que el Poder Judicial sea un verdadero Poder deberán respetarse los actuales mecanismos que posibilitan esa cualidad de poder, reformar los que lo impiden y avanzar nuevas e imaginativas soluciones para procurar desterrar cualquier tipo de tutela ministerial del ámbito de la Justicia.

3.1.1.- EL CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 

En este contexto, es claro que el papel del Consejo General del Poder Judicial, en tanto que órgano de gobierno de los jueces y de garantía de su independencia es vital y, por lo tanto, la forma en que este consejo sea elegido y estructurado es clave.

Izquierda Unida defiende la elección parlamentaria de los miembros del Consejo General del Poder Judicial como única forma de conectar al Poder Judicial con el Pueblo del que nuestra Constitución dice que emana la Justicia. Pero también somos conscientes de que es necesario evitar las perversiones que la ley de hierro de los partidos políticos que ya descubriera MICHELS provoca sobre la actual forma de elección del Consejo General del Poder Judicial.
En virtud de lo anterior, Izquierda Unida defiende un sistema por el que los miembros del Consejo General del Poder Judicial sean propuestos por los profesionales del sector, usuarios de la Justicia, sindicatos, colegios, universidades, etc, examinados por las comisiones competentes del Congreso y el Senado (de forma y manera que puedan conocerse las ideas respecto a la Administración de la Justicia y la administración de la Administración de la Justicia de los candidatos) y finalmente elegidos por el Congreso y el Senado.

Todo lo anterior permitiría combinar legitimidad democrática, conexión con el Pueblo constituyente, soberanía parlamentaria, idoneidad técnico-moral de los candidatos, participación de los profesionales y usuarios del servicio público justicia y también reducir la carga de partidismo político que en estos momentos el Consejo General del Poder Judicial.

Como es bien sabido PP y PSOE han optado por un método diferente al descrito que es, sin duda, el responsable de la actual situación de fractura del actual Consejo General del Poder Judicial, que sin evitar la politización partitocrática de este órgano del Estado, está además permitiendo un proceso de marginación de la izquierda judicial y fiscal.

Pero la forma de elegir los miembros del Consejo General del Poder Judicial es solo una de las muchas reformas que se deben acometer para convertir al Poder Judicial en un verdadero Poder del Estado.

En primer lugar, no hay poder sin aparato administrativo fuerte y propio. No es de recibo que los medios materiales, humanos y presupuestarios de la Justicia española parezcan estar concedidos como gracioso préstamo del Ministerio de Justicia. El que la Justicia en España sea un Poder implica prerrogativas y garantías a favor de los jueces, pero también obligaciones respecto a lo que todo poder hace en primera instancia, esto es autoorganizarse.

Los jueces, en tanto que poder, deben recuperar del Ministerio de Justicia una serie de competencias. Nos estamos refiriendo a funciones administrativas materiales y humanas, de inspección, disciplinarias, de selección y formación de jueces, etc. Un poder no es tal si no es capaz de cuidar de todos estos aspectos por si mismo y lo que Izquierda Unida propugna para el Poder Judicial, en tanto que poder, es que asuma su mayoría de edad y que se auto-organice y auto-administre.

Si a todo lo anterior unimos la aspiración del Izquierda Unida respecto a un Ministerio Fiscal cuya cabeza sea elegida por el Parlamento, se hará evidente que el Ministerio de Justicia no tendrá sentido alguno en nuestro diseño, tal y como ya ocurre en algunos países de nuestro entorno, salvo para los asuntos de política legislativa judicial, penal, civil, social, etc.

Pero junto con lo anterior Izquierda Unida es también partidaria de la comprensión del Poder Judicial español en un contexto de Estado de la Comunidades Autónomas. Ello obligará a los jueces y muy especialmente al Consejo General del Poder Judicial a adaptar su futuro modelo propio de gestión y administración a la realidad autonómica y por ello, lejos de reproducir dependencias ya conocidas (en este caso autonómicas en vez de ministeriales), deberá implantarse en los territorios de las Comunidades Autónomas algún mecanismo de gobierno judicial propio que en caso de necesitar alguna conexión con las instituciones de las Comunidades Autónomas lo será con los parlamentos autonómicos y nunca con sus ejecutivos. No se trata de sustituir una dependencia ministerial por casi diecisiete dependencias departamentales, sino más bien al contrario de emancipar al Poder Judicial tanto de las conocidas tutelas ministeriales como de las incipientes dependencias de los ejecutivos autonómicos.
Resumiendo todo lo anterior, el Poder Judicial para Izquierda Unida debe ser poder verdadero poder, autogestionado, responsable y respetuoso con el ordenamiento jurídico español en materia de gestión, conectado con la soberanía popular y parlamentaria y liberado de injerencias ejecutivas, sean estas estatales o autonómicas.

Sabemos que casi no hay ejemplos reales que avalen este modelo teórico en derecho comparado occidental, pero tampoco los había en el Estado Absoluto de justicia independiente del rey y ésta llego a producirse años después. No nos asusta la falta de referentes prácticos sobre este tipo de modelo, de hecho, lo que nos anima a seguir defendiéndolo en público es el hecho de que muchos profesionales del derecho y miembros de la comunidad académica ya nos han proclamado su creencia en las bondades del mismo, todo ello sin perjuicio de que éste modelo deba de estar sometido a constante revisión, mejora y contraste con la realidad.
3.1.2.- EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

No podemos acabar esta reflexión sobre la Justicia como Poder del Estado sin tocar uno de los aspectos estructurales que más dañan el correcto funcionamiento del mismo y me estoy refiriendo al Fiscal General del Estado.
En primer lugar hay que dejar bien claro que, en términos generales, el Ministerio Fiscal funciona razonablemente bien en España, no debiendo de confundirse a todo el Ministerio Fiscal con las actuaciones desafortunadas de su cabeza jerárquica el Fiscal General del Estado. 

Desde Izquierda Unida entendemos que es necesario substraer al Fiscal General del Estado de las injerencias del Gobierno a través de la capacidad del Parlamento de nombrarlo (y cuando menos de examinar su idoneidad para el cargo) y cesarlo, así como mediante la limitación temporal del cargo de Fiscal General del Estado. 

Es cierto que la orientación que se dé a la nueva Ley de Enjuiciamiento Criminal puede ser, en parte, un condicionante del modelo de Ministerio Fiscal, pero existe ya un conjunto de datos que permiten ir sentando las bases de la reforma, y, dentro de los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica, ir consolidando el papel constitucional que se le asigna al Ministerio Fiscal y al Fiscal General del Estado, profundizando en la independencia de funcionamiento hasta hoy solo teórica y no real, reforzando las competencias de sus órganos colectivos (órganos que en el caso del Consejo Fiscal debería ser de elección parlamentaria y configuración no solo fiscal, a los efectos de abrir el máximo órgano colectivo del Ministerio Fiscal a la sociedad española a la que debe servir) y estableciendo parámetros objetivos en cuanto a su designación, permanencia, nombramientos, etc que vayan eliminando la sensación de una influencia del Ejecutivo por conducto del Fiscal General. 

Se nos dirá que dicho modelo exige la reforma constitucional y ya adelantamos que así parece desprenderse del artículo 124 de l Constitución, que estipula que el Fiscal General del Estado es nombrado por el Rey a propuesta del Presidente del Gobierno oído el Consejo General del Poder Judicial. Pero también dejamos en el aire la posibilidad de modificar la forma de elección del Fiscal General del Estado a través de la creación de una costumbre constitucional que podría consistir en el examen parlamentario de los candidatos y la propuesta por parte del Presidente del Gobierno al Rey de aquel candidato con un respaldo parlamentario cualificado. Y en todo caso siempre queda respetar el 124 de la Constitución para el nombramiento, pero modificar el Estatuto Fiscal en lo relativo a su cese que podría ser parlamentario sin necesidad de reforma constitucional.

Algunas de estas ideas entendemos que pueden ser de suma utilidad para pasar del actual Abogado Defensor del Gobierno a un verdadero Fiscal General del Estado al servicio de los ciudadanos y del ordenamiento jurídico.
3.2.- LA JUSTICIA COMO SERVICIO PÚBLICO

Y llegamos al análisis de la justicia como servicio público, a segunda parte de la summa divisio antes referida. Partimos para ello del diagnóstico hecho hace unos minutos de crecimiento de la litigiosidad, retrasos judiciales o penuria en medios materiales, humanos y financieros.

Para atajar todos estos problemas del servicio público justicia entendemos desde Izquierda Unida que deben abordarse algunas de las siguientes medidas:
· Fortalecer todos los mecanismos de democratización y participación ciudadana en la Administración de Justicia, muy especialmente el jurado y las acciones populares, evitando las tentaciones de convertir nuestro actual jurado puro en uno mixto o escabinado y de erradicar cualquier vestigio de participación directa de los ciudadanos en la justicia.

· Mejorar de forma radical el acceso de los ciudadanos a la justicia gratuita (turno de oficio) y la orientación jurídica pública, substrayendo estas del ámbito de los colegios de abogados y concediendo su impulso al Consejo General del Poder Judicial, las Comunidades Autónomas y el Ministerio de Justicia. 

· Respecto al método de acceso a la función judicial y fiscal, Izquierda Unida entiende que debe desterrarse el método de la oposición pura, pues éste prima la memoria y la transmisión de valores corporativos y conservadores, marginando la necesaria madurez y capacidad de razonamiento social y jurídico que deben tener los jueces y fiscales. Por ello Izquierda Unida propone que jueces y fiscales sean reclutados en virtud de una oposición o concurso-oposición, previo paso selectivo (y por lo tanto eliminatorio) por la Escuela Judicial, que debe, de esta manera, convertirse en verdadero bastión de la formación jurídica de los jueces y fiscales, así como de la transmisión de los oportunos valores de servicio público judicial.

· Desmitificar el concepto de la independencia judicial. Los jueces en su labor de aplicación del derecho no solo aplican la normativa, sino que en innumerables ocasiones crean derecho y, por lo tanto, realizan políticas judiciales. The judge makes law dicen sagazmente los ingleses. Por todo lo anterior es necesario entender la independencia judicial como una protección del juez frente a los otros poderes del estado y en favor de los derechos de los ciudadanos, pero no como una justificación para los desmanes, despotismos e ineficacias que no tienen sentido alguno en el seno de una cultura de servicio público al ciudadano. 

· Potenciar de manera real la llamada Carta de Derechos de los Usuarios de la Justicia, de forma que sean derechos ciertos y con posibilidades de desarrollo efectivo, lo cual, entre otras cosas, debe incluir la exigencia de responsabilidades en caso que se produzcan disfunciones o errores del juez o de la administración, así como la forma de satisfacer a los perjudicados. 

· En materia de oficina judicial, retribuciones y nuevas tecnologías, además de las orientaciones que se contienen en el Pacto de Estado (fundamentalmente la introducción de los servicios comunes y las Relaciones de Puestos de Trabajo), Izquierda Unida entiende que deberían realizarse esfuerzos por implantar técnicas perfectamente conocidas en otros ámbitos de la Administración tales como la especialización, división del trabajo, formación continua real, promoción profesional, evaluación de la productividad y los costes, colaboración, coordinación, control, etc. 

· Al ser este un campo en el que disponen de competencias el Consejo General del Poder Judicial, el Ministerio de Justicia y algunas Comunidades Autónomas es necesario que todos estos entes colaboren, cooperen y se coordinen (cuando proceda), para lo que se hace necesario que todos ellos se reúnan con frecuencia en un foro similar a las conferencias sectoriales que ya existen para las relaciones entre ejecutivos. Como ejemplo urgente y paradigmático de la necesidad de cooperar citaremos la actual incompatibilidad técnica entre los sistemas informáticos de varias Comunidades Autónomas y Ministerio de Justicia. 

· Finalmente, en materia de oficina judicial y personal al servicio de la Administración  de Justicia Izquierda Unida quiere dejar claro que no se opone a una revisión de las retribuciones de los jueces y fiscales ni a la vinculación de las retribuciones a la productividad, siempre que esas mejoras salariales se hagan extensivas a los colectivos funcionariales y laborales más necesitadas de las mismas y que la productividad sea medida de forma objetiva y racional.

· Pero quiero acabar con la medida más necesaria para sacar al servicio público justicia de su actual retraso y ponerla al nivel de otros servicios públicos españoles. Es necesario abandonar la vaguedad y la falta de concreción en materia presupuestaria y cifrar, no solo el monto global de gasto del pacto de estado por la justicia, sino también el gasto imputable a cada año y a cada uno de los 20 apartados en los que se subdivide el pacto. De esta forma, podría enjuiciar la verdadera naturaleza del Pacto a través de sus compromisos contantes y sonantes en materia presupuestaria. Y en este sentido es necesario apuntar que, hasta la fecha, el Pacto de Estado es para el PP y para el Ministerio de Justicia mucha literatura, muchas palabras, muchas fotos, pero ni un solo euro. Y claro está, es imposible reformar una maquinaría pública que implica a miles de funcionarios en todo el territorio español, a cientos de sedes judiciales y a miles de equipos informáticos y docenas de paquetes de software sin gastar dinero en el empeño.

4.- CONCLUSIONES

Acabo con estas reflexiones de tipo práctico, organizativas y presupuestarias, una intervención que comencé con la descripción del paso del juez vicario del rey al juez que independiente del gobierno que debe aplicar, no solo la ley, sino también la Constitución y el conjunto de convicciones sociales propias de cada época y cada sociedad. Es decir, un juez que debe, utilizando terminología de MORTATI, aplicar la ley y la Constitución formal, sin perder en ningún momento de vista la Constitución material. 

Sin embargo las cuestiones prácticas, organizativas y estructurales no están tan alejadas de estas reflexiones más abstractas, dado que no dispondremos de jueces y fiscales verdaderamente funcionales a un Estado Social y Democrático de Derecho en tanto no acometamos, o al menos así lo vemos desde Izquierda Unida, las reformas estructurales en torno al Poder Judicial y al Servicio Público Justicia que antes he descrito. Solo con estos cambios dispondremos de una justicia al servicio del telos constitucional, centrada en el pueblo del que emana su jurisdicción y con verdadera capacidad de ser una palanca de cambio social a través del sentido ontológico del término Justicia. Y es hay donde está la clave del papel de la justicia en una sociedad moderna. 

Los revolucionarios franceses vieron en el poder judicial un elemento retardatario del Antiguo Régimen y por ello lucharon por erradicar hasta la última de sus facultades de relevancia política. Pero hay que recordar que el instrumento judicial, de la misma manera que es freno, puede ser también palanca de cambio y basta simplemente recordar el papel del activismo judicial en la construcción de la actual Unión Europea.  

No somos ilusos y sabemos que la judicatura y la fiscalía españolas no son hoy un nido de progresistas prestos para transformación social. Pero es labor común de la izquierda judicial, del mundo académico progresista y de partidos como Izquierda Unida propiciar que cada vez un mayor número de jueces y fiscales españoles sean conscientes de sus responsabilidades y de las posibilidades que su cargo al servicio del Estado representa para los derechos sociales, económicos, políticos y civiles de los ciudadanos de los que emana su jurisdicción. Y con ello se conviertan en palanca de transformación social, política, cultural y económica hacia otra España y otro mundo que nosotros desde Izquierda Unida consideramos no solo necesario, sino también posible y que hay que empezar a construir aquí y ahora.

